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República de Colombia

Rama Judicial del Poder Público
[image: image1.png]Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Rdo: 2018-00403
Dte: GILBERTO ZURITA ZURITA
Ddo: CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICIA NACIONA Y OTROS

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD
Medellín, catorce (14) de mayo de dos mil veinte (2020)
Medio de control:
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO
Demandante:

GILBERTO ZURITA ZURITA
Demandada:
NACION – MINISTERIO DEFENSA-POLICIA NACIONAL        
Radicado:

05001 33 33 001 2018 00403 00
Asunto:

SENTENCIA Nº 
	TEMA: Reajuste de la asignación básica en actividad con base en el I.P.C./Régimen salariales para la Fuerza Pública/ Decreto 122 de 1997 y demás normas concordantes/


El señor GILBERTO ZURITA ZURITA por conducto de apoderada judicial, en ejercicio del medio de control de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO - LABORAL, instaura demanda en contra el NACION - MINISTERIO DE DEFENSA-POLICIA NACIONAL y la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICIA NACIONAL para que previos los trámites de rigor, en sentencia se hagan las siguientes o similares:

I. ANTECEDENTES

1. PRETENSIONES
1. Que se declare la nulidad del acto administrativo No. S-2018-017200/ANOPA- GRULI1.10 del 22 de marzo del 2018 emitido por la NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL - POLICÍA NACIONAL, por medio del cual se niega la modificación de la hoja de servicios No. 73131215 del 20 de mayo del 2013

2. Que se declare la nulidad del acto administrativo E-01524-201804067-CASUR Id:306466 01 de marzo del 2018 emitido por la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICIA NACIONAL, por medio del cual se niega la reliquidación de la asignación de retiro de mi poderdante.

3. Consecuencia de la declaratoria de nulidad, se condene a la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL - POLICÍA NACIONAL a modificar la hoja de servicios No.73131215 del 20 de mayo del 2013 en el entendido que debe aplicar al salario básico, como factor salarial y prestacional, del señor Agente (R) GILBERTO ZURITA ZURITA el porcentaje equivalente a seis puntos veinte por ciento (6.20%) como faltante al incremento anual de los años 1997, 1999, 2002.

4. Consecuencia de la declaratoria de nulidad, se condene a la NACIÓN– MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL - POLICÍA NACIONAL a modificar la hoja de servicios No.73131215 del 20 de mayo del 2013 en el entendido que debe aplicar a las primas de navidad, servicios, actividad, subsidio familiar y antigüedad, como factores salariales y prestacionales, del señor Agente (R) GILBERTO ZURITA ZURITA el porcentaje equivalente a seis punto veinte por ciento (6.20%) como faltante al incremento anual de los años 1997, 1999, 2002.

5. Consecuencia de la declaratoria de nulidad, se condene a la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICIA NACIONAL a reajustar y reliquidar la asignación de retiro del señor Agente (R) GILBERTO ZURITA ZURITA, aplicando el porcentaje de Indice de Precios al Consumidor establecido por el gobierno nacional para los años 1997, 1999,2002, teniendo en cuenta que el aumento anual reconocido al salario de mi poderdante para las referidas anualidades por parte de la Policía Nacional fue inferior al que por (IPC) se decretó por el Estado Colombiano, junto con los intereses e indexación que en derecho corresponda.

6. Que se ordene a la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICIA NACIONAL a reajustar y reliquidar la asignación de retiro del señor Agente (R) GILBERTO ZURITA ZURITA, a partir del 02 de julio del 2013 fecha en la cual se reconoció la prestación periódica mediante resolución No. 5360

7. Que se dé cumplimiento a la sentencia de conformidad con los artículos 192 y 195 del Código Contencioso Administrativo.

8. Que se me reconozca la personería jurídica correspondiente.
2. HECHOS QUE SIRVEN DE FUNDAMENTO A LA DEMANDA

Expresa el apoderado que su prohijado ingreso a la Policía Nacional en el año de 1992 según costa en su hoja de servicios, indicando que para los años de 1997, 1999 y 2002 su poderdante se encontraba activo y para estos años el Gobierno Nacional estableció el aumento del salario del personal de la Policía Nacional mediante Decretos 122 de 1997, 62 de 1999 y 745 de 2002.
Afirma que el incremento salarial percibido por su poderdante en los años aludidos fue inferiros al porcentaje final que correspondió por concepto de índices de precios al consumidor (IPC), situación que se refleja en la siguiente tabla:

	AÑOS
	% AUMENTO
	%IPC
	DIFERENCIA

	1997
	18,8685
	21.63
	2,76

	1999
	14,9100
	16,70
	1,79

	2002
	6,00
	7,65
	1,65

	
	
	DETRIMENTO
	6,20


Frente a esta situación manifiesta que al encontrarse demostrada la diferencia entre lo realmente pagado por la Policía Nacional y el incremento del Índice de Precios al Consumidor, de igual forma se demuestra que el salario del señor ZURITA ZURITA fue afectado.

Expresa que el demandante estuvo vinculado a la Policía Nacional hasta el 14 de marzo del 2013 y por tener derecho a la asignación de retiro la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional le reconoció dicha prestación a través de la Resolución No. 5360 del 02 de julio de 2013, prestación liquidada teniendo en cuenta la hoja de servicios No. 73131215 del 20 de mayo de 2013 remitida por la Policía Nacional.

Concluye arguyendo que su representado se ha visto en la tarea de soportar una mengua en su pago mensual equivalente al 6.20% de la asignación de retiro 
3. CONCEPTO DE VIOLACION:
El apoderado hizo un análisis sobre el régimen salarial de la fuerza publica y su reajuste en los años 1997 a 2004, posteriormente esbozo el concepto de salario, su poder adquisitivo y su periodicidad, para así arribar al estudio de la afectación salarial de su poderdante entre los años 1997, 1999 y 2002.
En este punto del concepto de violación el apoderado afirma que el salario de su poderdante al ser incrementado en un porcentaje inferior al del Índice de Precios al Consumidor del año inmediatamente anterior, sufre un menoscabo en sus derechos, tales como el derecho al trabajo, el mantenimiento de una remuneración móvil, también expresa que esta situación vulnera disposiciones normativas consagradas en tratados internacionales, toda vez que, esto afecta la movilidad de su salario y sustenta estas afirmaciones en variada jurisprudencia de la Corte Constitucional.

Finalmente expresa que esta disminución injustificada de su salario entre los años anteriormente mencionados afecta la liquidación de su derecho a la asignación de retiro, puesto que al no incluirse el incremento real de acuerdo al Índice de Precios al Consumidor la liquidación de su asignación de retiro fue deficitaria.

4. POSICIÓN DE LA ENTIDAD ACCIONADA:

CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICIA NACIONAL: 

Expresa que los hechos son parcialmente ciertos, que el demandante laboro para la Policía Nacional, al momento de su retiro fue reconocida la asignación mensual de retiro por parte de CASUR, de acuerdo con la normatividad vigente.
Frente a las pretensiones expresa que la entidad tiene la política de reconocer las diferencias entre el aumento reconocido a la Fuerza Publica entre los años 1997 a 2004 y el aumento del IPC, siempre y cuando al reclamante le asista derecho, esto es, que para dichos años el reclamante se encontrara retirado.
NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA NACIONAL

No contesto la demanda en el término procesal oportuno.

5. TRÁMITE PROCESAL:

El proceso correspondió por reparto a este Juzgado, el cual por auto del 20 de noviembre de dos mil dieciocho (2018) se admitió la demanda (folio 57), el cual fue notificado a las entidades demandas, a la agencia nacional para la defesa al Estado y al Ministerio Público en debida forma (folios 106 a 108). 
Dentro del término para ello la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, dio respuesta a la demanda y propuso medios exceptivos, de los cuales se dio traslado a la parte actora pero no se pronunció al respecto.

Por su parte la Nación – Ministerio de Defensa – Policía Nacional no contesto la demanda.

Así las cosas, mediante providencia del cinco (05) de septiembre de dos mil diecinueve (2019), se fijó fecha para audiencia inicial, para el día veintinueve (29) de noviembre dos mil diecinueve (2019), la cual se realizó en debida forma, se saneo el proceso,  no se propusieron excepciones previas ni se decretaron de oficio, se fijo el litigio, el problema a resolver y se decretaron las pruebas solicitadas por las partes. Ahora bien,  teniendo en cuenta las pretensiones invocadas en la demanda que hay que resolver, el Juzgado haciendo uso de las facultades previstas en el inciso final del artículo 181 de la Ley 1437 de 2011, ordeno la presentación por escrito de los alegatos de conclusión dentro del término de diez (10) días siguientes a la audiencia inicial, para posteriormente y una vez vencido el término para alegaciones, procederá el Juzgado a proferir la respectiva sentencia en el término de los veinte (20) días siguientes. 
Cumplido todo el trámite procesal, se procede a proferir decisión de fondo.

6. ALEGACIONES DE LAS PARTES

PARTE DEMANDANTE: Luego de traer a colación distintas Sentencias proferidas por la Corte Constitucional relacionadas con el incremento salarial de los servidores públicos concluye que existe una línea jurisprudencia relativa a que los salarios deben aumentarse anualmente teniendo en cuenta en Índice de Precios al Consumidor y procede a explicar dicha línea jurisprudencial.
Expone que en un primer momento mediante Sentencias T -102 de 1995, C-710 de 1999, SU-995 DE 1999 y C-1433 de 2000, la Corte Constitucional declaro que tanto los salarios de los empleados públicos como privados debian reajustarse anualmente, esto con el fin de alivianar el costo de vida que trae consigo la inflación, por lo que deduce que dicho aumento debe ser como mínimo el porcentaje de aumento del IPC. 

Luego mediante Sentencia C-1064 de 2001 la Corte explico que el derecho al aumento salarial podía ser limitado bajo justificaciones constitucionales, indicando que esta limitación debida ser gradual y en un tiempo determinado, a pesar de esto en dicha providencia se adujo que existía un grupo de personas que gozaban de protección reforzada, esto es, las personas que recibieran un salario inferior al promedio ponderado de los salarios de los empleados de la administración central, los cuales su salario debía ser reajustado conforme al IPC, a esta misma conclusión llegaron las Sentencias C-1017 y C-931 de 2004.
Es así que aduce que con estas Sentencias se creo una regla jurisprudencial aplicable al caso bajo estudio, esto es que las personas que recibieran un salario inferior al promedio ponderado de los salarios de los empleados de la administración central, se les debe reajustar su salario conforme al porcentaje de Índice de Precios al Consumidor del año anterior y finaliza afirmando que de acuerdo a esto su prohijado en los años 1997 y 1999 recibió un incremento inferior al incremento que recibieron el promedio ponderado de los empleados públicos de la administración, por lo que debe reajustársele dicho salario.
PARTE DEMANDADA CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICIA NACIONAL: Expresa que los hechos son parcialmente ciertos, que el demandante laboro para la Policía Nacional, al momento de su retiro fue reconocida la asignación mensual de retiro por parte de CASUR, de acuerdo con la normatividad vigente.

Frente a las pretensiones expresa que la entidad tiene la política de reconocer las diferencias entre el aumento reconocido a la Fuerza Pública entre los años 1997 a 2004 y el aumento del IPC, siempre y cuando al reclamante le asista derecho, esto es, que para dichos años el reclamante se encontrara retirado y para el caso bajo análisis en dichos años el demandante se encontraba activo por lo que no es posible reconocer las pretensiones solicitadas

II. CONSIDERACIONES DEL DESPACHO
1. EL PROBLEMA JURÍDICO: 
Le corresponde al despacho resolver dos problemas jurídicos:

Primero: si se ajusta o no a derecho el acto administrativo No. S-2018-017200/ANOPA-GRULI1.10 del 22 de marzo de 2018 expedido por la NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA NACIONAL, el cual niega al demandante el incremento del 6.20% anual para los años 1997, 1999 y 2000, aplicable a la prima de navidad, servicios, actividad, subsidio familiar, antigüedad, factores salariales y prestacionales.

Segundo: si se ajusta o no a derecho el acto administrativo de CASUR No. E-01524-201804067-CASUR id: 306466 del 1° de marzo de 2018, el cual niega el incremento de la asignación de retiro de conformidad con el articulo 14 de la Ley 100 de 1993. 

Derivado del eventual éxito de las pretensiones relativas a la legalidad del acto, deberá el Despacho resolver sobre las pretensiones resarcitorias solicitadas en la demanda.

2. Presupuestos Procesales: 
La acción que se promueve es la de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, consagrada en el artículo 138 del C.P.A.C.A, es una acción a través de la cual la persona que se siente lesionada por un acto de la administración, que le ha desconocido el derecho individual reclamado, puede ejercerla, a fin de obtener de la jurisdicción contenciosa administrativa la nulidad del acto administrativo y el restablecimiento del derecho correspondiente. 

Este Despacho es competente para conocer de la Acción de Nulidad y Restablecimiento del Derecho de carácter laboral, en virtud de lo establecido en los artículos 155 y 156 del C.P.A.C.A. En la acción de nulidad y restablecimiento del Derecho, previamente se debe solicitar al juez la nulidad de un acto administrativo, ya que con este tipo de acciones se busca que se proteja al actor de un interés particular, para obtener el resarcimiento de un perjuicio causado con el acto cuya nulidad pretende. 

La acción propuesta procede, por regla general contra los actos administrativos definitivos, creadores de situaciones jurídicas individuales, particulares y concretas o contra los de trámite cuando ellos, en sí mismos, contienen una decisión definitiva o hacen imposible continuar la actuación administrativa. 

En el presente caso el demandante debate la legalidad de los Actos Administrativos No No. S-2018-017200/ANOPA-GRULI1.10 del 22 de marzo de 2018, proferido por la NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA NACIONAL por medio del cual se negó al actor la modificación de la hoja de servicios No. 7313215 del 20 de mayo de 2015 y No. E-01524-201804067-CASUR id: 306466 del 1° de marzo de 2018 proferido por la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICIA NACIONAL mediante el cual se niega al actor la reliquidación de la asignación de retiro.
Para acudir a la Jurisdicción Contenciosa Administrativa mediante el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, y el acto cuestionado sea de carácter particular, es necesario que se hayan ejercido y decido los recursos obligatorios, de conformidad con lo establecido en el numeral segundo del artículo 161 del C.P.A.C.A. 
En el caso sub-lite, podemos observar que el accionante podía acudir a la Jurisdicción Contenciosa Administrativa por cuanto frente a los actos acusados la entidad no otorgo la posibilidad de presentar recursos.

En cuanto al requisito de procedibilidad al que se refiere la Ley 1285 de 2009 no se consagra en este tipo de proceso por la naturaleza de las pretensiones pues se trata de derechos ciertos e indiscutibles que no son negociables, por lo tanto no hay aplicación de la conciliación prejudicial, sin embargo el actor agoto dicho requisito como se observa a folio 24, misma que se declaró fallida por falta de ánimo conciliatorio.

Ocurriendo igual en materia de caducidad donde es la misma Ley la que indica que cuando se trata de prestaciones periódicas no hay caducidad y se puede demandar en cualquier tiempo.
3. MARCO JURIDICO.
En el ordenamiento jurídico colombiano, por mandato constitucional, se indica que Congreso de la República, le concierne fijar las normas relativas al régimen salarial y prestacional de la Fuerza Pública. En consecuencia, el artículo 150 numeral 19 literal e y f, así como la Ley 4a de 1992 señaló: "Las normas, objetivos y criterios que debe observar el Gobierno Nacional para la fijación del régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de la Fuerza Pública y para la fijación de las prestaciones sociales de los Trabajadores Oficiales y se dictan otras disposiciones, de conformidad con lo establecido en el artículo 150, numeral 19, literales e) y f) de la Constitución Política."
El artículo 1 dispuso:

"ARTICULO I: El Gobierno Nacional, con sujeción a las normas, criterios y objetivos contenidos en esta Ley fijará el régimen salarial y prestacional:

(...)

d) Los miembros de la Fuerza Pública"
A su vez el artículo 2o estableció los objetivos y criterios, el literal a) indicó:
"Artículo 2".- Para la fijación del régimen salarial y prestacional de los servidores enumerados en el artículo anterior, el Gobierno Nacional tendrá en cuenta los siguientes objetivos y criterios:

a. El respeto a los derechos adquiridos de los servidores del Estado tanto del régimen general, como de los regímenes especiales en ningún caso podrán desmejorar sus salarios v prestaciones sociales:"
Por su parte el artículo 4o fijó el término para modificar el sistema salarial y la vigencia fiscal, así:
"Artículo 4: Con base en los criterios y objetivos contenidos en el artículo 2 el Gobierno Nacional, dentro de los primeros diez días del mes del mesa de enero de  cada año modificará el sistema salarial correspondiente a los empleados enumerados en el articulo literal a), b) y d), aumentando sus remuneraciones.

Igualmente, el Gobierno Nacional podrá modificar el régimen de Viáticos, gastos de representación y comisiones de los mismos empleados.

Los aumentos que decrete el Gobierno Nacional conforme a este artículo producirán efectos fiscales a partir, del primero de enero del año respectivo."
Finalmente para la Fuerza Pública el artículo 13 ordenó establecer una escala gradual porcentual de la siguiente manera:

Artículo 13: en desarrollo de fa presente Ley el Gobierno Nacional establecerá una escala gradual porcentual para nivelar fa remuneración del personal activo y retirado de la fuerza pública de conformidad con los principios establecidos en el artículo 2.

Parágrafo. - La nivelación de que trata el presente, artículo debe producirse en las vigencias fiscales de 1903 a 1996.
Con cimiento en lo anterior, el Presidente de la República expidió el Decreto 107 de 1996, "por el cual se fijan los sueldos básicos para el personal de Oficiales y Agentes de la Policía Nacional, personal del Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional y empleados públicos del Ministerio de Defensa, las Fuerzas Militares y la Policía Nacional..."
En el mismo, se señalo en el artículo primero:
"Artículo I. De conformidad con Jo establecido en el artículo 13 de la Ley 4a. de 1992, fijase la siguiente escala gradual porcentual para el personal de oficia/es, suboficiales, miembros del nivel ejecutivo y agentes de la Fuerza Pública.

Los sueldos básicos mensuales para el personal a que se refiere este articulo, corresponderán al porcentaje que se indica para cada grado, con respecto a la asignación básica del grado de General."

Posteriormente el Decreto 122 de 1997, del cual se pide su inaplicabilidad, señala en el artículo 1 lo siguiente:

"Artículo I". De conformidad con lo establecido en el articulo 13 de la Ley

4 de 1992, fijase la siguiente escala gradual porcentual para el personal de oficiales, suboficiales, miembros del nivel ejecutivo y agentes de la

Fuerza Pública.

Los sueldos básicos mensuales para el personal a que se refiere este artículo, corresponderán al porcentaje que se indica para cada grado, con respecto a la asignación básica del grado de General.
	Oficiales 
	  

	General 
	100.00% 

	Mayor General 
	90.90% 

	Brigadier General 
	80.80% 

	Coronel 
	61.20% 

	Teniente Coronel 
	46.96% 

	Mayor 
	40.53% 

	Capitán 
	33.17% 

	Teniente 
	28.85% 

	Subteniente 
	26.29% 

	Suboficiales 
	  

	Sargento Mayor 
	28.72% 

	Sargento Primero 
	25.40% 

	Sargento Viceprimero 
	22.28% 

	Sargento Segundo 
	20.33% 

	Cabo Primero 
	18.66% 

	Cabo Segundo 
	18.10% 

	Nivel Ejecutivo 
	  

	Comisario 
	47.30% 

	Subcomisario 
	39.80% 

	Intendente 
	35.90% 

	Subintendente 
	28.00% 

	Patrullero 
	22.30% 


  

Agentes de los Cuerpos Profesional y Profesional Especial de la Policía Nacional 

  

	Con antigüedad inferior a 5 anos de servicio 
	13.60% 

	Con antigüedad de 5 años y hasta menos de 10 
	16.00% 

	Con antigüedad de 10 o más años de servicio 
	         16.40%



Parágrafo 1º. Las asignaciones básicas calculadas en los porcentajes anteriores se aproximaran al peso superior. 

  

Parágrafo 2º. Los tenientes primeros de la Armada Nacional tendrán el mismo sueldo básico fijado para los Tenientes de Fragata. 

  

Parágrafo 3º. Los aumentos salariales para la Fuerza Pública que decrete el Gobierno para futuras vigencias fiscales, serán en todo caso iguales a las que establezcan para los empleados públicos de la Rama Ejecutiva del Poder Público en el nivel nacional (subrayas y negrillas intencionales)
Es del caso advertir de conformidad al último parágrafo en cita, que la mentada disposición estableció que los aumentos salariales para la Fuerza Pública que debía decretar el Gobierno Nacional para futuras vigencias fiscales, debían ser equipares a las que se establecieran para los empleados de la Rama ejecutiva del Poder Público en el nivel nacional.
En el mismo sentido, se han expedido los Decretos Nos: 58 de 1998, 62 de 1999, 2724 de 2000, 1463 de 2001, 2737 de 2001, 745 de 2002, 3552 de 2003, 4158 de 2004,923 de 2005, 407 de 2006, 1515 de 2007, 673 de 2008, 737 de 2009, 1530 de 2010, 1050 de 2011 y 842 de 2012, que fijaron los sueldos básicos para el personal de la Fuerza Pública, de acuerdo al porcentaje para cada grado, con respecto a la asignación básica del grado de General.
Bajo lo anteriores preceptos, es importante traer a colación, el tema que fue tratado en sentencia C-1433/00, referencia: expedientes D-2780 y D-2804,  Magistrado Ponente: Dr. ANTONIO BARRERA CARBONELL, de fecha 23 de octubre de dos mil (2000), en relación al poder adquisitivo del salario, teniendo presente el artículo 53 de la Constitucional, el cual sitúa en el inciso segundo, la igualdad de oportunidad para los trabajadores y la remuneración mínima vital y móvil, derechos sobre los cuales nuestro órgano de cierre se ha pronunciado en diversas oportunidades. En esa oportunidad indico la corte:
“2.5. En la sentencia C-815/99, la Corte al declarar la exequibilidad condicionada del art. 8 de la ley 278/96, que regula lo relativo a la fijación del salario mínimo, y que es aplicable también al presente caso, dijo lo siguiente: 
“Así las cosas, vulneraría la Constitución una disposición legal que obligara al Gobierno a plasmar los aumentos periódicos del salario mínimo sobre la única base de la inflación calculada, prevista o programada para el siguiente año, con olvido de la inflación real que ha tenido lugar en el año precedente y que efectivamente ha afectado los ingresos de los trabajadores”.
“Más aún, la Corte coincide con lo expuesto por el Procurador General de la Nación en el sentido de que el Gobierno, en la hipótesis de la norma, debe ponderar los factores contenidos en ella, pero que, en todo caso el reajuste salarial que decrete nunca podrá ser inferior al porcentaje del IPC del año que expira. Y ello por cuanto, como el Ministerio Público lo dice, el Gobierno está obligado a velar porque el salario mantenga su poder adquisitivo, de tal forma que garantice el mínimo vital y móvil a los trabajadores y a quienes de ellos dependen. De lo contrario, vulnera el artículo 53 de la Constitución”. (Subrayas y negrillas intencionales)
2.6. La persona natural que pone a disposición de un empleador su fuerza laboral, al paso que cumple con una función social, persigue como interés particular una retribución económica por la prestación del  servicio, que no solamente debe representar el equivalente al valor del trabajo, sino que debe ser proporcional a la necesidad de asegurar su existencia material y la de su familia, en condiciones dignas y justas, que serán las que le permitan subsistir adecuada y decorosamente. Por esta razón, la remuneración debe asegurar un mínimo vital, como lo ha entendido la jurisprudencia de esta Corte y, además, ser móvil, de modo que siempre guarde equivalencia con el precio del trabajo.
Esta equivalencia debe ser real y permanente, y conseguirla supone necesariamente mantener actualizado el valor del salario, ajustándolo periódicamente en consonancia con el comportamiento de la inflación, con el fin de contrarrestar la pérdida de su poder adquisitivo, y asegurar que aquél en términos reales conserve su valor.

 

Estima la Corte que el ajuste del salario, desde la perspectiva señalada, no corresponde propiamente a su incremento, pues, para que exista un incremento en la remuneración, verdadero y efectivo, se requiere que ésta se revise y modifique, aumentándola, luego del ajuste por inflación, teniendo en cuenta los factores reales de carácter socioeconómico que inciden en su determinación y, especialmente,  la necesidad de asegurar el mínimo vital y la equivalencia con lo que corresponde al valor del trabajo.

Sobre la temática tratada se ha pronunciado reiteradamente la Corte en diferentes sentencias. En efecto, en la sentencia T-102 de 1995 dijo:

“El Estado y la sociedad no pueden ser indiferentes a la realidad de que la pérdida de la capacidad adquisitiva de la moneda lógicamente desvaloriza el salario. Es por ello que el salario se torna móvil, debiendo actualizarse para mantener su capacidad adquisitiva, sólo así, en un Estado Social de Derecho,  se puede afirmar que la relación laboral es conmutativa”.

(...)

“En una sociedad que tiene una economía inflacionaria como lo reconoce la misma Constitución en los artículos 373 y 53, el salario no puede ser una deuda de dinero. En realidad se trata de una deuda de valor. Es decir, la explicación del salario no se encuentra tanto en el principio nominalista como en el principio  valorativo. Esto porque las personas trabajan fundamentalmente para tener unos ingresos que les permita vivir en condiciones humanas y dignas”.
Posteriormente, en sentencia T-276/97expresó: 
“En lo que hace a la remuneración y a su periódico reajuste, se trata de dos elementos que conforman, desde el punto de vista constitucional, derechos inalienables de todo trabajador, que correlativamente implican obligaciones ineludibles de los empleadores. Estos no asumen una conducta legítima dentro de la relación laboral cuando pretenden escamotear tales derechos mediante procedimientos destinados a crear situaciones aparentemente ajustadas a la ley pero en realidad violatorias de ella,...".(Subrayas y negrillas intencionales)
(...)
“La posición del empresario en este sentido no puede ser aceptada por la Corte, frente a los derechos constitucionales alegados, por cuanto si bien es cierto en el nivel mínimo se cumple la obligación legal incrementando el salario en la proporción anual plasmada en el respectivo decreto, ello no quiere decir que las demás escalas salariales puedan permanecer indefinidamente congeladas, según la voluntad del patrono, ya que la remuneración de los trabajadores debe ser móvil, es decir, está llamada a evolucionar proporcionalmente, de acuerdo con el aumento en el costo de la vida”. 
“En otros términos, ningún patrono público ni privado tiene autorización constitucional para establecer que sólo hará incrementos salariales en el nivel mínimo y que dejará de hacerlos indefinidamente en los distintos períodos anuales cuando se trata de trabajadores que devengan más del salario mínimo”. 
“En realidad, en una economía inflacionaria, la progresiva pérdida del poder adquisitivo de la moneda causa necesariamente la disminución real en los ingresos de los trabajadores en la medida en que, año por año, permanezcan inmodificados sus salarios. Cada período que transcurre sin aumento implica una disminución real de la remuneración y, por tanto, un enriquecimiento sin causa de parte del patrono, quien recibe a cambio la misma cantidad y calidad de trabajo, pagando cada vez menos”. 
2.7. De las normas de la Constitución surge el deber constitucional del Estado de conservar no sólo el poder adquisitivo del salario, sino de asegurar su incremento teniendo en cuenta la necesidad de asegurar a los trabajadores ingresos acordes con la naturaleza y el valor propio de su trabajo y que les permitan asegurar un mínimo vital acorde con los requerimientos de un nivel de vida ajustado a la dignidad y la justicia. En efecto, la exigencia de dicho deber surge: i) de la necesidad de asegurar un orden social y económico justo (preámbulo); ii) de la filosofía que inspira el Estado Social de Derecho, fundada en los principios de dignidad humana, solidaridad y de la consagración del trabajo como valor, derecho subjetivo y deber social (art. 1); iii) del fin que se atribuye al Estado de promover y garantizar la prosperidad y el bienestar general, el mejoramiento de la calidad de vida de las personas, y la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución (arts. 2, 334 y 366); iv) del principio de igualdad en la formulación y aplicación de la ley (art. 13); v) de la necesidad de asegurar la igualdad de oportunidades para todas las personas y la remuneración mínima, vital y móvil (art. 53); vi) del reconocimiento de un tratamiento remuneratorio igual tanto para los trabajadores activos como para los pasivos o pensionados (arts. 48, inciso final y 53, inciso 2); vii) del deber del Estado de intervenir de manera especial para asegurar que todas las personas, en particular las de menores ingresos, tengan acceso efectivo a los bienes y servicios básicos (art. 334) y viii) de la prohibición al Gobierno de desmejorar los derechos sociales de los trabajadores, entre los cuales se encuentra naturalmente el salario, durante el estado de emergencia económica, lo cual indica que en tiempo de normalidad mucho menos puede disminuir los referidos derechos.    
El deber de preservar el valor de los salarios y de hacer los reajustes periódicos para satisfacer las necesidades vitales del trabajador, se deduce también del art. 187 de la Constitución. En efecto, si la asignación de los miembros del Congreso se debe ajustar cada año en proporción igual al promedio ponderado de los cambios ocurridos en la remuneración de los servidores de la administración central, es porque el Constituyente consideró que los fenómenos económicos y particularmente la inflación afectan la estabilidad de los ingresos laborales y que resultaba necesario preservar el poder adquisitivo de éstos, para asegurar unas condiciones de vida dignas y justas.(Subrayas y negrillas intencionales)
2.8. La obligación que, tanto para el Gobierno como para el Congreso, establece la Constitución de aumentar periódicamente los salarios de los servidores públicos indudablemente tiene una concreción en la ley 4ª de 1992, específicamente en los arts. 1º, 2º y 4º. En efecto, la normativa constitucional se hace realidad cuando el Congreso al expedir dicha ley le impone al Gobierno la obligación de aumentar anualmente el valor de los referidos salarios; obligación que adquiere una relevancia constitucional, en la medida en que según el art. 189-10, es función del Presidente de la República obedecer la ley y velar por su estricto cumplimiento. Subraya la Corte.
Estima la Corte en consecuencia que las disposiciones de la ley 4ª de 1992, en cuanto desarrollo concreto de los mandatos de la Constitución y, específicamente, del contenido en el art. 150-19-e), atan al Gobierno y al Congreso, y les imponen el deber jurídico de aumentar anualmente el salario de los servidores públicos.  (Subrayas y negrillas intencionales)
No se trata propiamente de constitucionalizar las normas de la ley 4ª de 1992, pues el referido deber emana directamente de la Constitución y se desarrolla y operativiza en aquéllas. Dicho de otra manera, las referidas normas constituyen el instrumento para hacer efectivos los mandatos constitucionales que imponen al Estado el deber de conservar el poder adquisitivo de los salarios y de asegurar que la remuneración de los trabajadores sea digna, justa, vital y móvil.  
2.9. Conviene recabar que el proyecto de ley de presupuesto para la vigencia de 2000, se concibió ajustado a una serie de criterios macro-económicos, dentro de los cuales tuvo un peso determinante la necesidad de restringir los aumentos salariales. Es así como la ley acusada, reconoce dos franjas de servidores públicos en relación con el incremento, o mejor, con el ajuste del salario: quienes devengaban hasta dos salarios mínimos mensuales, que lo recibieron, y los demás que fueron excluidos del beneficio de tal derecho.

Lo anterior implica, sin duda, un tratamiento discriminatorio en perjuicio de un vasto sector de servidores públicos, bajo el criterio de que la mayoría de los trabajadores deben hacer un sacrificio como contribución al saneamiento de las finanzas públicas.

Dicho tratamiento rompe el principio de igualdad en la medida en que la situación de todos los trabajadores está igualmente afectada por la situación económica y, en especial, por el fenómeno inflacionario. Y si el Estado debe preservar el valor real del salario, como se ha visto, no existe fundamento razonable para que solamente en relación con determinados servidores se logre este propósito y en cambio se desatienda con respecto a otros. 

Si, como lo ha expresado la Corte, no es admisible que se congelen los salarios dejando de hacerse incrementos periódicos que permitan asumir el deterioro de los ingresos, menos resulta aceptable que se niegue a un gran sector de trabajadores del Estado el "ajuste" de sus asignaciones para que al menos conserven su valor real.”  
De la normativa y jurisprudencia anteriormente analizada, se vislumbra la importancia de conservar actualizado el valor adquisitivo del salario en relación al criterio temporal, ajustándolo periódicamente en proporción con la conducta de la inflación, esto con el fin de contrarrestar la pérdida de su poder adquisitivo, y asegurar que aquél en términos reales conserve su valor. Es así que nuestro ordenamiento jurídico prohíbe que el fin de la política pública relativa a los salarios públicos sea consentir que estos tiendan ilimitadamente a perder poder adquisitivo. Por el contrario, de la lectura del artículo 53 y de las normas concordantes con éste, se concluye que el derecho constitucional comprende mantener el poder adquisitivo. 

Bajo estos parámetros, nuestro órgano constitucional, insistió que el Gobierno Nacional está en la obligatoriedad de velar porque el salario conserve su poder adquisitivo, para que de esta manera se ampare y se salvaguarde el derecho del mínimo vital y móvil a los trabajadores, so pretexto de ir en contravía de lo consagrado en nuestro ordenamiento jurídico constitucional y en este caso en particular el articulo en mención
.
Frente a este tema en Sentencia del 7 de febrero de 2013, Radicado 05001-23-31-000-2003-01998-01, el Honorable Consejo de Estado dispuso:  
“Así pues, ha señalado la Corte Constitucional que el aumento general de los salarios, al menos una vez al año, responde al derecho que tiene el trabajador a recibir un salario mínimo vital, y móvil, que guarde equivalencia con el precio del trabajo y mitigue el impacto que produce la pérdida del poder adquisitivo y el encarecimiento del costo de vida en una economía inflacionaria
.
En este orden de ideas, tanto en la Corte Constitucional como en esta Corporación, se  ha impuesto una línea jurisprudencial en materia de reajuste salarial,  según la cual, el incremento de los salarios nunca podrá ser inferior al porcentaje del IPC del año que expira, en tal sentido, el  Gobierno está obligado a velar porque el salario mantenga su poder adquisitivo, de tal forma que garantice el mínimo vital y móvil a los trabajadores, so pena de  vulnerar el artículo 53 de la Constitución.”
En este sentido se concluye que este derecho constitucional a mantener el poder adquisitivo del salario, consiste en ajustarlo periódicamente con el fin de contrarrestar los efectos negativos de la inflación y así asegurar que el mismo conserve su valor real.

4. ACERVO PROBATORIO. Folios 25 a 46, 101 y 109,
Observa esta Agencia Judicial que los presupuestos fácticos y jurídicos que sirven para definir la litis son: 

a) Petición dirigida a la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICIA NACIONAL mediante la cual solicita la reliquidación de la asignación de retiro reconocida mediante Resolución No. 5360, teniendo en cuenta que entre los años 1997 a 2002 el incremento salarial del actor fue inferior al IPC.
b) Respuesta a la petición anterior mediante la cual se niega lo solicitado (Acto Administrativo demandado No. E-01524-201804067-CASUR id: 306466 del 1° de marzo de 2018)
c) Petición dirigida a la NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA NACIONAL mediante el cual solicita la modificación de la Hoja de Servicios No. 73131215 del 20 de mayo de 2020, aplicando al salario básico un porcentaje relativo al faltante del incremento salarial durante los años de 1997 a 2002, en los cuales dicho incremento fue inferior al IPC

d) Respuesta a la petición anterior mediante la cual se niega lo solicitado (Acto Administrativo demandado No. No. S-2018-017200/ANOPA-GRULI1.10 del 22 de marzo de 2018). 

e) Hoja de Servicios No. 73131215 correspondiente al señor GILBERTO ZURITA ZURITA.

f) Resolución No.5360 del 02 de febrero de 2013 por la cual se reconoce y ordena el pago de asignación de retiro al señor ZURITA ZURITA.

g) Constancia de pago de la asignación de retiro del mes de marzo de 2018.    
h) Certificación Técnica No. 0085 proferida por la Veeduría Ciudadana para la Policía Nacional.
i) Antecedentes Administrativos aportados por CASUR

j) Constancia proferida por la Procuraduría 111 Judicial I para Asuntos Administrativos, mediante la cual se da por agotado el requisito de procedibilidad.
4. DEL CASO CONCRETO Y LA POSICION DEL DESPACHO: 

En la demanda se solicita la nulidad del acto administrativo No. S-2018-017200/ANOPA-GRULI1.10 del 22 de marzo de 2018 expedido por la NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA NACIONAL, el cual niega al demandante el incremento del 6.20% anual para los años 1997, 1999 y 2000, aplicable a la prima de navidad, servicios, actividad, subsidio familiar, antigüedad, factores salariales y prestacionales.
De igual forma solicita la nulidad del acto administrativo No. No. E-01524-201804067-CASUR id: 306466 del 1° de marzo de 2018 proferido por la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICIA NACIONAL mediante el cual se niega al actor la reliquidación de la asignación de retiro.
En este orden de ideas, revisado el acervo probatorio y conforme al marco normativo arriba detallado, y a la información dada por la entidad accionada NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA NACIONAL en el acto administrativo demandado (Fls 34 y 35), suscrito por el Teniente Coronel HENRY MARTIN GONZALEZ CELIS Jede Área Nómina Personal Activo, que al señor Agente GILBERTO ZURITA ZURITA se le efectuaron incrementos en su asignación para los años 1997, 1999 y 2002 (años reclamados por el actor) así:
	DECRETO
	AÑO
	SUELDO BASICO
	GRADO
	PORCENTAJE FF.MM

	122
	1997
	244.187
	AGENTE INFERIOR A 5 AÑOS DE SERVICIO
	22.91%

	58
	1999
	389.301
	AGENTE CON MAS DE 5 AÑOS DE SERVICIO
	14.91%

	745
	2002
	491.314
	AGENTE CON MAS DE 5 AÑOS DE SERVICIO
	6.00%


A través de la Pagina Web del Banco de la Republica se consulta la certificación realizada por el DANE sobre el Índice de Precios al Consumidor para los años en discusión, de las cuales, se extractan las cifras requeridas, y se esquematiza así
: 

	AÑO
	INFLACIÓN AÑO INMEDIATAMENTE ANTERIOR

	1997
	21,63%

	1999
	16,70%

	2002
	7,65%


Es claro para esta Agencia Judicial, luego de vislumbrar todo el material probatorio obrante en el expediente y de conformidad con los parámetros dictados por nuestro órgano de cierre constitucional y también por el órgano de cierre de la jurisdicción contenciosa administrativa, fijados en el marco normativo de la presente providencia que, para los años 1999 y 2002 el incremento realizado mediante los Decretos dictados por la Fuerza Pública, estuvieron por debajo del Índice de Precios al Consumidor decretados por el Gobierno Nacional, y para el año 1997 de acuerdo al material probatorio analizado el incremento fue superior al porcentaje establecido para el IPC en dicho año.
Así las cosas, se itera lo tratado en sentencia C-1433/00 desarrollada en el marco normativo de esta providencia, en donde nuestro órgano de cierre constitucional indicó que el salario debe mantenerse actualizado en relación con las conductas y situaciones socioeconómicos, especialmente la inflación, esto con el objeto de equilibrar la perdida de su poder adquisitivo y poder conservar su valor real, garantizando a los trabajadores unas condiciones de vida digna, tal y como lo establece nuestro ordenamiento legal y constitucional, por estas razones, la remuneración debe asegurar un mínimo vital, asimismo debe ser móvil, de tal modo que siempre guarde correspondencia con el precio de la labor realizada.
Bajo los anteriores parámetros, la Corte Constitucional en sentencia C-931 de 2004 señaló:

 

“(…) No obstante, la Corte reitera con particular énfasis que no cualquier interés estatal justifica la limitación del derecho de los servidores públicos a mantener el poder adquisitivo real del salario. Tal derecho sólo puede ser limitado para promover el fin constitucionalmente imperioso de preservar la estabilidad macroeconómica reduciendo el gasto en circunstancias de déficit fiscal y elevado endeudamiento para no afectar el gasto público social (artículo 350, CP), asegurando así la efectividad de la solidaridad como principio fundante del Estado Social de Derecho (artículo 1, CP), dentro de un contexto económico que justifique la necesidad de la limitación (artículo 2, CP). (…)”
Es valido advertir entonces que, la tesis planteada por la entidad accionada para asumir la defensa de los intereses de la misma, no puede ser adoptada por esta judicatura, por cuanto debe recordarse que el artículo 150 constitucional y la ley 4 de 1992, le otorgó la facultad al Gobierno Nacional para la expedición y fijación del régimen salarial y prestacional de los empleados públicos y de los miembros del Congreso Nacional y de la Fuerza pública, sin olvidar que no pueden desconocerse los derechos adquiridos, y el carácter fundamental de la remuneración vital y móvil de los salarios, sin desconocer las políticas económicas y fiscales del Estado.

Bajo los anteriores parámetros, debe tenerse en cuenta, que ni el Gobierno Nacional, ni el Congreso de la República, gozan de una facultad discrecional absoluta para definir a voluntad de manera caprichosa y arbitraria el incremento salarial anual de los servidores públicos, pues están de por medio disposiciones constitucionales que delimitan su actuación y le atribuyen unos juicios que son de inexorable cumplimiento, tales como, el reconocimiento del derecho a un trabajo en condiciones dignas y justas, de una remuneración mínima, vital y móvil y de su ineludible ajuste por la inflación y el tratamiento equitativo, sin ningún tipo de discriminación.
Es por ello que se insiste desde luego que, no es argumento suficiente para exceptuar el ajuste del salario a los servidores públicos la situación fiscal y económica del país, pues ésta demanda una dirección convenida a los lineamientos constitucionales de los cuales surge, la obligación constitucional para el Gobierno Nacional de conservar el valor real del salario, haciendo como lo determine el ordenamiento jurídico, los ajustes periódicos por inflación, así como los incrementos adicionales que se justifiquen, atendiendo los diferentes factores de orden político, social y económico.
Es claro entonces para el Despacho que los aumentos fijados en las escalas graduales de los salarios fijados a los miembros de la fuerza publica, en algunas ocasiones pueden tornarse mas beneficiosos, pero debe tenerse en cuenta también, que dadas las condiciones económicas y fiscales del país, posiblemente en algunas ocasiones dichos aumentos pueden ser inferiores al IPC, lo cual tendría como consecuencia adversaria un detrimento económico en los salarios percibidos por las labores realizadas, situación que a todas luces seria una vulneración flagrante al  Derecho a la movilidad salarial, el cual según nuestra constitución Política, es un principio mínimo fundamental que se establece como pilar del Estado Social de Derecho, y en razón a ello, no es plausible aceptar que el valor de los salarios se conserve, mientras el costo de los bienes, productos y servicios aumente por la devaluación de la moneda, dicha situación supondría que el Estado acolite condiciones no dignas para los trabajadores.
Así las cosas, en el caso sub judice, y según información dada por la entidad accionada NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA NACIONAL en el acto administrativo demandado (Fls 34 y 35), suscrito por el Teniente Coronel HENRY MARTIN GONZALEZ CELIS Jede Área Nómina Personal Activo de la Policía Nacional, y a la información estadística, según resumen histórico del Índice de Precios al Consumidor, se pudo establecer que al señor GILBERTO ZURITA ZURITA, se le efectuaron incrementos en su asignación por debajo del IPC así:, para los años, 1999-1.79% y 2002-1.65%.
Por lo anterior, y teniendo en cuenta que los porcentajes mencionados para los años pretendidos, fueron inferiores al IPC
, el Despacho atendiendo a los parámetros legales y constitucionales fijados en nuestro ordenamiento jurídico, mas concretamente el derecho fundamental consagrado en el articulo 53 Superior, inaplicará los mismos, y en su lugar ordenará el reajuste de la asignación básica con aplicación del IPC para los años 1999 y 2002 por ser más favorable para el demandante; haciendo énfasis, en que dicho reajuste debe realizarse desde el año 1999, ya que al cambiar la base de liquidación por efectuarse un incremento superior en los salarios percibidos, obligatoriamente tal reajuste incide en los años posteriores y hasta el 14 de julio de 2013 fecha en la cual el actor se retiro del servicio activo de acuerdo a la Hoja de Servicio No. 73131215 (Fl. 36) 
PRESCRIPCIÓN. Respecto a la manera de contabilizar el término de prescripción para el presenta caso, tenemos que el Decreto 1213 de 1990 “Por el cual se reforma el estatuto del personal de agentes de la Policía Nacional”  en su artículo 113 señalo: 
“ARTÍCULO 113. PRESCRIPCION. Los derechos consagrados en este Estatuto, prescriben en cuatro (4) años que se contarán desde la fecha en que se hicieren exigibles.  

El reclamo escrito recibido por la autoridad competente sobre un derecho o prestación determinada interrumpe la prescripción pero sólo por un lapso igual. El derecho al pago de los valores reconocidos prescribe en dos (2) años contados a partir de la ejecutoria del respectivo acto administrativo y pasaría a la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional”

Se tiene entonces que el retiro del actor del servicio activo de la Policía Nacional el 14 de junio de 2013 y la petición por medio de la cual el actor solicita el reconocimiento del incremento salarial teniendo en cuenta el Indice de Precios al Consumidor en los años anteriormente relacionados a la NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA NACIONAL fue radicada el 12 de febrero de 2018 según consta a folio 30 del expediente, en el presente caso habría operado el fenómeno jurídico de la prescripción puesto que pasaron mas de 4 años desde que las prestaciones solicitadas dejaron de ser periódicas y la fecha de presentación de dicho reconocimiento, por lo que habrá de negarse el reconocimiento al pago de cualquier suma de dinero que por concepto del incremento salarial reconocido en la presenta providencia haya tenido derecho el actor.
Sin embargo en cuanto a los aportes relacionados con la seguridad social, específicamente los relacionados a derechos pensionales en reiterada jurisprudencia el Consejo de Estado ha prescrito que los mismos son imprescriptibles, verbi gracia en providencia del 27 de junio de 2018, Radicado No. 76001-23-33-000-2013-00099-01, Magistrado Ponente GABRIEL VALBUENA HERNANDEZ, señalo: 
“Conforme a esa decisión, si quien pretende el reconocimiento de la relación laboral con el Estado, se excede de los tres años, contados a partir de la terminación de su vínculo contractual, para reclamar los derechos en aplicación del principio de la «primacía de la realidad sobre las formalidades establecidas por los sujetos de las relaciones laborales», se extingue el derecho a solicitar las prestaciones que se deriven de aquella, pues dicha situación se traduciría en su desinterés, que no puede soportar el Estado, en su condición de empleador.

 

No obstante, en aquellos contratos de prestación de servicios, pactados por un interregno determinado y que la ejecución entre uno y otro tiene un lapso de interrupción, frente a cada uno de ellos habrá de analizarse la prescripción a partir de sus fechas de finalización, puesto que uno de los fundamentos de la existencia del contrato realidad es precisamente la vocación de permanencia en el servicio.

 

Además se aclaró que la prescripción extintiva no se puede aplicar frente a los aportes para pensión, en atención a la condición periódica del derecho pensional, que los hace imprescriptibles, mientras que las prestaciones sociales y salariales, al ser pagadas por una sola vez, sí son susceptibles del mencionado fenómeno.

 

En este sentido, las reclamaciones de los aportes pensionales adeudados al sistema integral de seguridad social derivados del contrato realidad, por su carácter de imprescriptibles y prestaciones periódicas, también están exceptuadas de la caducidad del medio de control, de acuerdo con el artículo 164, numeral 1, letra c, del CPACA.

 

Así mismo, como consecuencia indispensable para lograr la efectividad de los derechos del trabajador, el juez deberá pronunciarse, así no haya sido objeto de solicitud en la demanda, respecto de los aportes al sistema de seguridad social en pensiones, una vez determinada la existencia del vínculo laboral entre el demandante y la agencia estatal accionada, sin que ello implique la adopción de una decisión extra petita.

 

Lo anterior, no implica la imprescriptibilidad de la devolución de los dineros pagados por concepto de aportes hechos por el trabajador como contratista, pues esto sería un beneficio propiamente económico para él, que no influye en el derecho pensional como tal (que se busca garantizar), sino en relación con las cotizaciones adeudadas al sistema de seguridad social en pensiones, que podrían tener incidencia al momento de liquidarse el monto pensional.”

Así pues, si bien es cierto que no es posible reconocer al actor sumas de dinero relacionadas con el reajuste salarial que se solicita, puesto que dicho derecho se encuentra prescrito, también es cierto que dicho reajuste tendría impacto en el derecho pensional del señor GILBERTO ZURITA ZURITA, por lo que se ordena a la NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA NACIONAL el reajuste de la asignación básica con aplicación del IPC para los años 1999 y 2002 por ser más favorable para el demandante; haciendo énfasis, en que dicho reajuste debe realizarse desde el año 1999 ya que al cambiar la base de liquidación por efectuarse un incremento superior en los salarios percibidos, obligatoriamente tal reajuste incide en los años posteriores y hasta el 14 de julio de 2013 fecha en la cual el actor se retiró del servicio activo de acuerdo a la Hoja de Servicio No. 73131215 (Fl. 36), sin que ello implique el reconocimiento de ninguna suma de dinero por concepto de salario, y a partir de dicho reajuste la NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA NACIONAL, realizará el respectivo cálculo de los aportes que no haya realizado a la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICIA NACIONAL de acuerdo a lo establecido en los artículos 62 a 64 del Decreto 1213 de 1990, para finalmente realizar el pago de los aportes faltantes a la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICIA NACIONAL.

Adicionalmente se ordena a la NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA NACIONAL realizar las modificaciones correspondientes, en cuanto a las partidas que afecte el reajuste ordenado en el párrafo anterior relacionadas con el reconocimiento de la Asignación de Retiro, esto es, en vista de que la asignación salarial se modificará, ésta tendrá impacto en las partidas que conforman la Base de Liquidación de la Asignación de Retiro del señor GILBERTO ZURITA ZURITA consagradas en el artículo 100 del Decreto 1213 de 1990, por lo que deberán modificarse.
Una vez realizadas las modificaciones ordenadas en el párrafo anterior la NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA NACIONAL deberá remitir las mismas a la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICIA NACIONAL y una vez dicha entidad las reciba deberá proceder a RELIQUIDAR la asignación de retiro del señor GILBERTO ZURITA ZURITA a partir del 14 de junio de 2013 fecha en al cual se retiró del servicio activo.
Al respecto de las diferencias dinerarias que se generen a partir de la reliquidación ordenada en precedencia la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICIA NACIONAL deberá cancelar las mimas a partir del 14 de febrero de 2014, toda vez que la petición de reliquidación de la asignación de retiro fue presentada el 14 de febrero de 2018 y como se explico anteriormente el tiempo de prescripción para el presente caso es de 4 años, mismo que se suspende cuando es presentada la solicitud de reconocimiento del derecho, por lo que las diferencias de la asignación de retiro anteriores al 13 de febrero de 2014 inclusive se encuentran prescritas.

Las diferencias entre los aumentos reconocidos a la parte demandante en la asignación de retiro y el reajuste del IPC del año anterior, se deberán hacer con base en la siguiente fórmula: 

R=    R.H.
ÍNDICE FINAL

---------------------

ÍNDICE INICIAL

En la que el valor presente (R) se determina multiplicando el valor histórico (R.H.), que es la partida de saldo de reajuste pensional, por la cifra que resulta de dividir el índice final de precios al consumidor, certificado por el DANE (vigente en la fecha de ejecutoria de ésta sentencia), por el índice inicial, vigente para la fecha en que debió hacerse el pago. 

Es claro que por tratarse de pagos de tracto sucesivo, la fórmula se aplicará separadamente mes por mes para cada mesada pensional, teniendo en cuenta que el índice inicial es el vigente en el momento de la causación de cada uno de ellos. 

Pues de ahí en adelante deberá pagarse las diferencias que resulten del reajuste con base en el IPC anteriormente expuesto, y los valores re-liquidados que resulten de aplicar el IPC con el sistema de oscilación vigente.   

Condena en Costas: El artículo 188 del C.P.A.C.A señala que en la sentencia se dispondrá sobre la condena en costas, a menos que se trate de un asunto de interés público, dándole el trámite consagrado para tal efecto en el Código General del Proceso, artículo 365, numeral 1º. Establece que habrá de condenarse en costa a la parte vencida en el proceso.
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
FALLA.
PRIMERO: Se DECLARA la nulidad del acto administrativo No. S-2018-017200/ANOPA-GRULI1.10 del 22 de marzo de 2018 expedido por la NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA NACIONAL, el cual niega al demandante el incremento del 6.20% anual para los años 1997, 1999 y 2000, aplicable a la prima de navidad, servicios, actividad, subsidio familiar, antigüedad, factores salariales y prestacionales.

SEGUNDO: Se DECLARA la nulidad del acto administrativo No. E-01524-201804067-CASUR id: 306466 del 1° de marzo de 2018 proferido por la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICIA NACIONAL mediante el cual se niega al actor el reajuste y la reliquidación de la asignación de retiro.
TERCERO: Como consecuencia de lo anterior y a título de restablecimiento del derecho, CONDÉNESE a  la NACIÓN- MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – POLICIA NACIONAL con fundamento en la excepción de inconstitucionalidad, inaplicando el inciso segundo del articulo primero de los decretos  62 de 1999, y 745 de 2002, respectivamente, a reajustar de la asignación básica con aplicación del IPC para los años 1999 y 2002 por ser más favorable para el demandante; haciendo énfasis, en que dicho reajuste debe realizarse desde el año 1999 ya que al cambiar la base de liquidación por efectuarse un incremento superior en los salarios percibidos, obligatoriamente tal reajuste incide en los años posteriores y hasta el 13 de julio de 2013 fecha en la cual el actor se encontraba en servicio activo de acuerdo a la Hoja de Servicio No. 73131215 (Fl. 36), sin que ello implique el reconocimiento de ninguna suma de dinero por concepto de salario, y a partir de dicho reajuste la NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA NACIONAL, realizará el respectivo cálculo de los aportes que no haya realizado a la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICIA NACIONAL de acuerdo a lo establecido en los artículos 62 a 64 del Decreto 1213 de 1990, para finalmente realizar el pago de los aportes faltantes a la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICIA NACIONAL.

CUARTO: ORDENAR a la NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA NACIONAL realice las modificaciones correspondientes, en cuanto a las partidas que afecte el reajuste ordenado en el numeral anterior relacionadas con el reconocimiento de la Asignación de Retiro, esto es, en vista de que la asignación salarial se modificará, ésta tendrá impacto en las partidas que conforman la Base de Liquidación de la Asignación de Retiro del señor GILBERTO ZURITA ZURITA consagradas en el artículo 100 del Decreto 1213 de 1990, por lo que deberán modificarse.
QUINTO: Una vez realizadas las modificaciones ordenadas en el numeral anterior la NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA NACIONAL deberá remitir las mismas a la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICIA NACIONAL. 

SEXTO: Una vez dicha entidad reciba las modificaciones realizadas por la NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA NACIONAL deberá proceder a RELIQUIDAR la asignación de retiro del señor GILBERTO ZURITA ZURITA a partir del 13 de junio de 2013 fecha en la cual se retiró del servicio activo, teniendo en cuenta los nuevos valores que arroje la reliquidación salarial anteriormente ordenada.

SEPTIMO: CONDENAR A LA CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICIA NACIONAL al pago de las diferencias que resulten de aplicar el numeral anterior a partir del 14 de febrero de 2014, hasta que se haga efectivo el pago de lo aquí ordenado, con la salvedad de que operó el fenómeno de la prescripción frente al pago de las diferencias de las mesadas causadas con anterioridad al 13 de febrero de 2014, inclusive, de conformidad con las consideraciones expuestas en esta sentencia.  
OCTAVO: Las sumas adeudadas serán ajustadas en los términos consignados en la parte motiva de la presente providencia. 
NOVENO: Que se dé cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 192 a 195 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.
DECIMO.
NOTIFÍQUESE por Secretaría la presente sentencia de conformidad con lo dispuesto en el artículo 203 del  Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, advirtiendo que conforme al Acuerdo PCSJA20-11549 07/05/2020 “Por medio del cual se prorroga la suspensión de términos se amplían sus excepciones y se adaptan otras medidas por motivos de salubridad pública y fuerza mayor”; los términos para su control o impugnación seguirán suspendidas hasta tanto el Consejo Superior de la Judicatura los disponga.
UNDECIMO: Se condena en costas a la parte accionada y como Agencias en Derecho se fija la suma de DOSCIENTOS CINCUENTA MIL PESOS M.L. ($ 250.000.00).
NOTIFIQUESE Y CUMPLASE
ORIGINAL FIRMADA
OMAIRA ARBOLEDA RODRÍGUEZ

JUEZ
� Al respecto ver pronunciamiento de la Corte Constitucional en Sentencia T-279 de 2010. Referencia: Expedientes T- 2342562, T-2416964, T-2431198, T-2484493, T-2471210, T-2484872, T-2475220. (Acumulados) Magistrado Ponente: Dr. HUMBERTO ANTONIO SIERRA PORTO Bogotá, D. C., diecinueve (19) de abril de dos mil diez  (2010). 


� Corte Constitucional. Sentencia C- 1433 de 23 de octubre de 2000. MP. Antonio Barrera Carbonell. 


� https://www.banrep.gov.co/es/estadisticas/inflacion-total-y-meta


� Los cuales fueron fijados en el inciso segundo del articulo primero de los decretos 122 de 1997, 62 de 1999, 2737 de 2001, 745 de 2002, 3552 de 2003 y4158 de 2004 respectivamente.
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